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INTRODUCCIÓN

El libro “Teoría y práctica sobre el empleo de la fuerza bajo los están-
dares internacionales”, aparece en momentos en que se debate en Chile 
la forma de optimizar el funcionamiento del sistema policial chileno y 
en el que se discuten los contornos constitucionales de los servicios de 
policía. Con estas páginas esperamos entregar elementos técnicos que 
favorezcan esta discusión y, de paso, que permitan cuestionar creencias 
y prejuicios arraigados en torno a los aspectos más sensibles de la apli-
cación de la ley, como son el uso de la fuerza y la responsabilidad de 
mando derivada de los excesos en su empleo.

El libro aborda también los problemas del uso de la fuerza en ope-
raciones militares, porque resulta relevante que se pueda delimitar con 
claridad cuáles son los regímenes jurídicos que regulan las intervenciones 
militares en situaciones de paz y en conflictos armados. Esto es especial-
mente delicado en nuestro país, en el que se despliegan militares en todos 
los procesos eleccionarios, en el que cada cierto tiempo se promueve la 
idea de emplearlos para el resguardo de “infraestructura crítica” y en el 
que se emplea a las Fuerzas Armadas en situaciones de emergencia para 
imponer el orden en casos de disturbios internos (2019), para efectuar 
controles sanitarios durante la pandemia del Covid-19 (2020-2021) y para 
desarrollar patrullajes policiales fronterizos y en zonas de violencia rural 
(2021-2022). Independientemente de si las Fuerzas Armadas tienen o no 
funciones legales de este tipo, o si debieran participar en estos eventos, 
lo concreto es que se debe saber que cuando los militares cumplen fun-
ciones de policía, el uso de la fuerza está regulado por normas de policía 
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y no militares, de modo que la única causal para emplear armas de fuego 
es la legítima defensa ante agresiones posiblemente letales. Entonces, 
no se requiere un marco jurídico especial, ni “reglas de enfrentamien-
to” particulares, solo cumplir el estándar de derechos humanos para la 
aplicación de la ley.

El libro consta de tres capítulos. El primero proporciona un panorama 
general sobre los problemas que existen para la aplicación de los prin-
cipios que regulan el uso de la fuerza tanto en operaciones policiales 
(bajo el régimen de derechos humanos), como en la conducción de las 
hostilidades (bajo el derecho internacional humanitario, DIH) y se dis-
cuten los problemas que se producen para que los superiores asuman 
su responsabilidad por excesos en el uso de la fuerza. Esta controversia 
cobra relevancia hoy en día, cuando se cuestiona judicialmente la res-
ponsabilidad del Presidente Piñera y del alto mando de Carabineros 
en violaciones a los derechos humanos durante la crisis social de 2019.

En el segundo capítulo se debaten los inconvenientes que generan 
brechas entre los estándares internacionales y su aplicación práctica en 
la función policial. Primero, se desarrollan las dificultades que se pre-
sentan en casos específicos de investigación delictual (Pietro Sferraza e 
Isabel Severin), prevención del delito (André Vianna y Marcelo Balbon-
tín), operaciones especiales (Daniel Gómez-Tagle) y mantenimiento del 
orden público. En relación con esto último, se discute la peligrosidad 
de ciertas armas de uso frecuente en manifestaciones como son las 
escopetas (Marianne Zahn) y el gas lacrimógeno (Alexander Samuel 
y Sara Hmimina). Segundo, se desarrollan algunos de los obstáculos 
que favorecen abusos en el uso de la fuerza como son la confusión de 
roles en la conducción de las operaciones (Elías Navarrete), la pérdida 
de legitimidad social (Rodrigo Pérez de Arce) y los prejuicios sociales 
que afectan a determinados grupos poblacionales y que promueven la 
implementación de medidas policiales discriminatorias (Daniel Loewe). 
Tercero, se efectúan dos aproximaciones destinadas a la comprensión 
de la relación inestable que existe entre el derecho, el orden y la fuerza 
estatal, una desde la perspectiva filosófica (Niklas Bornhauser) y otra 
política (Francisco Ojeda).
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El tercer capítulo discute las principales complicaciones que surgen 
para la aplicación de la fuerza en situaciones de violencia cuyo ascenso 
pueda derivar en conflictos armados regulados por el estándar del de-
recho internacional humanitario (DIH). Parte debatiendo las implican-
cias de los regímenes de emergencia en las restricciones de derechos 
de las personas (Cristian Rettig) y continúa con una discusión sobre la 
dificultad de identificar los límites para la intervención estatal en casos 
de disturbios interiores (Cristóbal Bellolio). Luego, aborda los conflictos 
operacionales que se presentan para distinguir entre civiles y personas 
que participan directamente en las hostilidades en conflictos armados no 
internacionales (Paula Badilla). Inmediatamente, se abordan los desafíos 
de la guerra moderna para reconocer correctamente blancos susceptibles 
de ataque en conflictos armados internacionales (Catalina Fernández). 
Se formula luego una explicación en torno a la brutalidad de la guerra, 
basada en la construcción social de la violencia (Jaime Coloma) y se pro-
blematizan sus efectos traumáticos de la guerra para los combatientes 
(Paulina Marilao). Se discute el aporte de las representaciones visuales 
en la descripción del horror inenarrable de la guerra y de las atrocidades 
masivas (Mary Mac-Millan) y se llama la atención sobre los peligros de 
relativizar atrocidades masivas a través de una equivocada “contextuali-
zación” que termine normalizando la violencia a gran escala y que haga 
imposible tanto la prevención de crímenes atroces, como la reparación 
de las víctimas de violaciones a los derechos humanos (Daniel Chernilo). 
Finalmente, se debate la dificultad que tienen los superiores para asumir 
su responsabilidad de mando por los hechos dañinos cometidos por los 
subordinados en el cumplimiento de sus órdenes (Daniel Soto).

Haciendo honor al origen de este libro, que está basado en una inves-
tigación sobre la acción retórica de las imágenes, tanto el prólogo como el 
epílogo son descritos de forma magistral y provocadora por dos grandes 
artistas visuales chilenos (Rodrigo Elgueta y Max Feito).

Este libro quiere derribar mitos que complican al mundo policial y al 
mundo civil. Entre otros: que los estándares de derechos humanos no 
son metas, sino condiciones mínimas; que los derechos humanos no 
son un obstáculo para las tareas policiales, sino que constituyen guías y 
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límites que garantizan la eficacia del desempeño policial; que los dere-
chos humanos no generan una suerte de responsabilidad abstracta para 
el Estado, y de la que nadie se hace cargo, sino que crean obligaciones 
específicas para los mandos policiales y civiles; que las intervenciones 
militares en el ámbito policial no están reguladas por acomodos lega-
les, ni por reglas internas propias, sino que por las normas de derechos 
humanos para la aplicación de la ley; y, finalmente, que cuando existen 
abusos por el uso de la fuerza y de las armas de fuego, la responsabilidad 
no termina culpando al funcionario que cometió la inconducta, sino 
que se debe revisar la debida diligencia de toda la cadena de mando 
uniformada y civil.

Daniel Soto Muñoz
Viña del Mar, mayo de 2022



PRESENTACIÓN

Vivimos en una era de incertidumbres que produce inseguridad, 
agudiza las tensiones y promueve nuevas conflictividades en las que se 
emplea la fuerza fuera de los límites de la legitimidad jurídica. Este libro 
Teoría y Práctica del Empleo de la Fuerza Bajo Estándares Internacionales, 
coordinado por Daniel Soto Muñoz, proporciona estudios y análisis que 
permiten reflexiones sustantivas en estas materias y que cuestionan el 
desempeño de los Estados.

La misión central del Estado es proporcionar estabilidad para la 
garantizar la protección de la población y promover su bienestar. De 
allí que una labor estatal central sea proveer orden y seguridad. Ello lo 
realiza, en casos extremos, mediante el empleo del monopolio de la 
fuerza legitima. La estabilidad facilita la convivencia pacífica, el funcio-
namiento de la institucionalidad y especialmente de los mecanismos de 
solución de controversias que residen principalmente en los tribunales 
y en prácticas de resolución establecidas por la sociedad. El uso de la 
violencia interpersonal y, en especial, la de la violencia organizada, es 
una amenaza grave para cualquier sociedad. Su control, sobre la base 
del uso legítimo de la fuerza se transforma en un instrumento legal y 
válido en los estados democráticos. 

En el contexto internacional, las instituciones tienen como propósito 
favorecer la estabilidad y la paz en las diversas regiones, aunque el actual 
contexto no está contribuyendo sino, más bien, está generando altas 
polarizaciones o guerras que afectan directamente los derechos y la dig-
nidad de las personas. La guerra en Europa, por ejemplo, se prolonga con 
graves consecuencias globales. Más allá de los terribles daños en Ucrania 
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y las profundas consecuencias sobre la economía rusa el peligro nuclear 
ha emergido con fuerza, como no lo había hecho desde la “crisis de los 
misiles” en 1962. La guerra ha producido que el hambre se extienda en 
diversas regiones, por la falta de acceso a cereales y fertilizantes con un 
mayor impacto en África. Así también, el incremento de los precios de 
los alimentos se manifiesta en todo el orbe; la inflación hace estragos sin 
distinción entre los países del norte y del sur. Frente a esas situaciones, 
las protestas se expresan en todas partes.

Los déficits de liderazgo global y nacional se evidencian con fuerza. 
El multilateralismo global y regional está en crisis y con ello las posibi-
lidades de colaboración internacional disminuyen. Otra tendencia que 
reafirma la falta de colaboración es que la guerra detonó una carrera 
armamentista en Europa con ramificaciones globales. Una consecuencia 
directa es y será la drástica caída de la ayuda al desarrollo. Ello tendrá 
grave impacto en los sectores más débiles y vulnerables de muchos 
países, con un incremento de la pobreza extrema y el surgimiento de 
problemas de gobernabilidad, relevando aspectos que tensionan la 
convivencia democrática.

Otra de las principales manifestaciones es la emergencia climática; 
y con ella el incremento de la movilidad nacional e internacional de las 
personas. Son millones de personas que migran, y ello produce deses-
tabilización con un gran impacto y  nuevos  problemas para una rápida 
adaptación. Las demandas aumentan y en forma paralela se crea más 
pobreza extrema.

Surgen respuestas que agravan este cuadro global como el protec-
cionismo, el nacionalismo, la xenofobia, la polarización, la intolerancia, 
la exclusión. Se evidencia, además, una la falta de solidaridad global, 
regional y nacional. La compasión es un  valor esencial para buscar la 
estabilidad y la convivencia pacífica.

Tratar de resolver los contenciosos sin consideración efectiva de las 
sutilezas jurídicas, puede tener consecuencias en procesos aberrantes 
y lesivas para la primacía de la ley. La vía mas eficaz para la convivencia 
pacífica es siempre el respeto de la ley. El desarrollo de una ética sobre 
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el uso legítimo de la fuerza y el respeto de los derechos humanos como 
base de la legitimidad estatal.

Los gobiernos buscan la estabilidad, reduciendo la conflictividad en 
las sociedades e intentando controlar las situaciones internas y externas 
que generan crisis y que, en muchos casos, tienen expresiones disruptivas 
y violentas. Entonces, cabe preguntarse ¿cómo recuperar la estabilidad? 
Cuando la política no es capaz de resolverla y ante la emergencia de 
protestas que se tornan violentas, se requiere hacer un uso legítimo de 
la fuerza. La protección de la institucionalidad democrática es lo que 
augura la posibilidad de reconstruir el tejido de la sociedad.

Un mal uso de la fuerza corrompe todo el sistema: aparecen casos de 
“falsos positivos”, acusaciones “fabricadas”, desinformación y creación de 
“post verdades”. Para evitar y detectar esto, los estándares internacionales 
proporcionan una guía esencial para evaluar la aplicación de la fuerza. 
Sin estándares internacionales las normas quedan al arbitrio de los 
distintos regímenes políticos, de la forma que informen o desinformen 
las autoridades en terreno.

La educación es el instrumento mas poderoso para el cambio. La edu-
cación y la reflexión sobre el uso legítimo de la fuerza es fundamental. 
Ella permite formar en los principios esenciales de la democracia y el 
estado de derecho; en los valores fundantes de los derechos humanos y 
sus aplicaciones en el terreno. La educación permite comprender cuándo 
y de qué forma se debe usar la fuerza legítima estatal.

Este excelente libro, coordinado por Daniel Soto Muñoz, proporciona 
un anclaje teórico sobre el uso de la fuerza, a partir del análisis normativo 
y práctico. Es un manual esencial para el estudio sobre Teoría y Práctica 
del Empleo de la Fuerza Bajo Estándares Internacionales. Ilustrando 
las temáticas y las diferencias en el uso de la fuerza policial y militar, 
de manera vivida. Es un libro muy necesario y orientado para América 
Latina, en particular para los países que están en proceso de revisión de 
normas constitucionales y de leyes referidas al uso de la fuerza legítima. 

El texto será un instrumento esencial en las facultades de derecho, 
más en general en el ámbito de las ciencias sociales. El libro abre opor-
tunidades para mirar desde diversos ángulos los temas referidos al uso 
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legítimo - e ilegitimo - de la fuerza, en el contexto del Estado de Derecho, 
y los marcos democráticos.

Para la Universidad para la Paz de Naciones Unidas, (UPAZ) este libro 
se convierte en una herramienta muy importante para nuestros estu-
diantes, quienes abordan los temas de resolución y transformación de 
conflictos como aspecto central en diversas Maestrías. El estudio de las 
raíces profundas de los conflictos se liga a la forma y los instrumentos de 
respuesta estatal a los diversos contenciosos. Por ello, este libro Teoría y 
Práctica del Empleo de la Fuerza Bajo Estándares Internacionales aporta 
miradas novedosas en esta materia esencial en nuestras Maestrías, tales 
como Derecho Internacional y Resolución de Disputas y en la de Derecho 
Internacional y Derechos Humanos. Así como, en el departamento de 
Estudios de Paz y Conflicto o en la Maestría sobre Resolución de Con-
flictos, Paz y Desarrollo.

El texto en forma didáctica y muy amena aborda temas complejos, 
aportando ideas nuevas y promoviendo reflexiones significativas en 
la materia.

La Universidad para la Paz fue establecida por la Asamblea General de 
Naciones Unidas, por medio de su resolución 35/55, en 1980. La UPAZ en 
sus 42 años de existencia ha formado más de 4500 lideres para paz y la 
resolución de conflictos. La Universidad para la Paz es una entidad global, 
con actividades en diversas regiones del mundo: Asia, África, Europa y las 
Américas, con representación permanente ante la Asamblea General de 
Naciones Unidas en Nueva York, y la Asamblea de Derechos Humanos 
en Ginebra. Su sede central esta ubicada en San José, Costa Rica.

La UPAZ por medio de sus programas de postgrado forma nuevas ge-
neraciones de agentes de cambio, y de nuevos talentos para enfrentar los 
nuevos desafíos a la paz. Con su formación, la UPAZ promueve alcanzar 
la Agenda 2030 y los Objetivos de Desarrollo Sostenibles aprobados por 
Naciones Unidas como la mejor guía para la protección de las personas 
y del planeta, que permiten el progreso con un desarrollo sostenible.

Este estudio Teoría y Práctica del Empleo de la Fuerza Bajo Estándares 
Internacionales abre oportunidades para mirar desde nuevas perspectivas 
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y prismas esta temática y posibilita que, sobre el aprendizaje y las practicas 
consecuentes que se desarrollen, favorezca la creación de confianza, el 
desarrollo de instituciones sólidas, y la apertura de esperanzas para crear 
un mundo mejor, potenciando a las personas y fortaleciendo la protección 
del planeta. Un Estado comprometido con los mejores estándares en el 
uso legítimo de la fuerza fortalece las esperanzas y transforma las expec-
tativas en cursos de acción que reafirman una convivencia democrática 
en las sociedades y la paz en el ámbito internacional.

Si queremos la Paz, trabajemos por la Paz.

Francisco Rojas Aravena
Rector de la Universidad para la Paz de Naciones Unidas





  * Profesor de Artes Visuales. Ilustrador y dibujante de Comic. Docente de la Universidad 
Metropolitana de Ciencias de la Educación (UMCE). Ilustrador de editoriales Arrayán, 
Santillana, Mataquito, SM ediciones, Fondo de Cultura Económica, Hueders y Salo (Juego 
Mitos y Leyendas). Ha participado en novelas gráficas como “Heredia Detective” (Lom) y 
“Doctor Mortis” (Arcano IV) y es coautor de “El Origen” (Catalonia), “Los Años de Allende” 
(Hueders) y “Nosotros Los Selknam”(Deinón). Las dos últimas con traducciones y ediciones 
en diversos idiomas.

PRÓLOGO

Rodrigo Elgueta*

El prólogo de este libro está compuesto por un cómic elaborado 
específicamente para este libro por el artista chileno Rodrigo Elgueta 
Urrutia. Sus imágenes-textos interpelan políticamente al público que 
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ha conocido estas intervenciones policiales excesivas, y técnicamente a 
quienes deben planificar y medir las consecuencias de estas decisiones 
operativas. Con estas imágenes se busca incomodar al público para ge-
nerar la discusión que se desarrolla en las páginas siguientes: ¿Cuáles son 
las principales dificultades para que la práctica del uso de la fuerza se 
ajuste al estándar internacional? y ¿Cuáles son los principales obstáculos 
para que los superiores asuman sus responsabilidades por los resultados 
dañinos de las operaciones en las que se emplea la fuerza?
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Todavía sorprende que nos sigamos preguntando... ¿qué son y por 
qué existen los Derechos Humanos? Más aún, esta pregunta asombra 
cuando surge en ambientes de funcionarios policiales, que son los en-
comendados por velar el estado de derecho. La labor otorgada por la 
sociedad civil a ciudadanos que deben encargarse de las actividades de 
defensa y seguridad implica una serie de responsabilidades para ellos, 
necesariamente normadas, supervisadas, controladas y constantemen-
te replanteadas.... y ahí es donde tenemos una de las tantas falencias 
graves de esta dimensión de la sociedad...la no reflexión a partir de las 
experiencias. De esta reflexión y análisis surgen los protocolos

Estos protocolos son precisos..., por ejemplo: disparos con perdigo-
nes realizado sin cumplir el ángulo estricto, ha dañado gravemente a 
cientos de persona en su cara y ojos, e incluso con riesgo de generarle 
la muerte. El disparo de una bomba lacrimógena, dirigido sin evaluar 
su trayectoria, han generado incendios.

Abusar del poder en contra de un menor de edad, con al ánimo de 
humillar a otro por su condición social, política o cultural, ha sido una 
de las causas del resentimiento de la población contra estas fuerzas de 
orden. Y en este punto creo que se hace necesario utilizar un concepto 
coloquial para entender esta situación, y esta palabra es “picarse”. Creo 
que, en estas cuatro historias narradas en formato de historieta, la “pica” 
es la identificación emocional de los policías con los manifestantes. 
En definitiva…el funcionario policial, no debe ser dominado por esta 
emoción tan humana como es “picarse”. Y en este periodo de revuelta 
a partir de Octubre del 2019, la cantidad de actos de exceso de violencia 
policial, han sido ejemplo claro de lo que narran estas historias. El superar 
la “pica” no ha sido internalizada por la gente que forma una institución 
policial, ni su jerarquía. Y esto es de radical importancia para nosotros 
los ciudadanos y estas 4 páginas nos describen errores que se producen 
en 4 casos basados en hechos reales. Cada historia hace referencia a una 
falla en la aplicación de los protocolos, que repercuten gravemente en 
la sociedad y en la vida de las personas.

Rodrigo Elgueta U
Profesor de Artes, Dibujante de Comic e ilustrador

Febrero 2022
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CAPÍTULO 1

LOS PROBLEMAS PARA LA APLICACIÓN DEL 
ESTÁNDAR PARA EL USO DE LA FUERZA





TEORÍA Y PRÁCTICA SOBRE EL 
EMPLEO DE LA FUERZA BAJO LOS 

ESTÁNDARES INTERNACIONALES

Daniel Soto Muñoz*

INTRODUCCIÓN

La crisis social chilena de octubre de 2019 y la invasión rusa a Ucrania 
de febrero de 2022 muestran problemas similares, en relación a las fisuras 
que se pueden producir entre la teoría y la práctica del uso de la fuerza 
en situaciones de crisis. A diversa escala, en ambos eventos se produjo 
un uso intensivo de la fuerza estatal con resultados catastróficos. En un 
caso, la fuerza se empleó para contener disturbios interiores, y en el otro, 
para atacar o defenderse de un enemigo militar. Las secuelas fueron de-
vastadoras: muertos y heridos que no encuentran justificación jurídica, 
ni tampoco operacional, por una parte; y elusión de la responsabilidad 
de los perpetradores y de las instituciones que facilitaron el ejercicio de 
la violencia, por otra.

  * Abogado, coronel retirado de Carabineros. Consultor en gobierno corporativo, derechos 
humanos y función policial. Doctorante en “Procesos e Instituciones políticas” de la Escuela 
de Gobierno de la Universidad Adolfo Ibáñez. Chile.
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Primero, en cuanto al uso de la fuerza durante la crisis social de 2019. 
Tanto los informes de destacadas ONG de derechos humanos como 
Human Rights Watch (2019) y Amnistía Internacional (2019), como los 
elaborados por organismos internacionales como la Oficina del Alto 
Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos (2019) 
y la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (2022) fueron 
coincidentes en constatar que, desde el inicio de la crisis social el 18 de 
octubre de 2019 y a lo menos hasta el 1 de diciembre del mismo año, las 
fuerzas de seguridad chilenas habían cometido graves violaciones a los 
derechos humanos producto del uso excesivo de la fuerza. Las estadísticas 
del Instituto Nacional de Derechos Humanos (INDH) verificaron que a 
principios de diciembre de 2019 se registraron 3.449 personas lesionadas, 
de las cuales 352 registraban lesiones oculares y 21 que habían perdido 
la visión parcial o totalmente (INDH 2019).

La mayor cantidad de víctimas de la crisis social chilena fue atribuida 
a la intervención del personal de Carabineros de Chile y están relaciona-
das principalmente con su intento de dispersar manifestantes violentos, 
utilizando escopetas y gas lacrimógeno. Los periodistas Mauricio Weibel 
y Matías Jara, de “Ciper”, constataron que solo en la primera quincena 
de protestas de 2019 Carabineros usó 104 mil cartuchos de escopeta, 
que causaron 126 víctimas con lesiones oculares. En noviembre habrían 
disminuido a 43 mil cartuchos, pero con 214 lesionados.1 Por su parte, 
Diego Ortiz, de “Interferencia”, averiguó que en igual período Carabineros 
disparó 61 mil cartuchos y 17 mil granadas de mano de gas CS.2 Agentes 
de la Policía de Investigaciones (PDI) fueron acusados también, aunque 
en menor medida, de uso desproporcionado de la fuerza y de malos 

1   Ciper. 2020. Por Mauricio Weibel Barahona y Matías Jara: Carabineros revela que disparó 
104 mil tiros de escopeta en las primeras dos semanas del estallido social. [Online, 18 agosto 2020]. 
Disponible en: 104-mil-tiros-de-escopeta-en-las-primeras-dos-semanas-del-estallido-so-
cial/ [16 de octubre de 2020].

2   Interferencia. 2020. Por Diego Ortiz: Carabineros disparó 193 mil cartuchos lacrimógenos y lanzó 
45 mil granadas lacrimógenas durante el estallido social. [Online, 10 octubre 2020]. Disponible 
en: https://interferencia.cl/articulos/carabineros-disparo-193-mil-cartuchos-lacrimoge-
nos-y-lanzo-45-mil-granadas-lacrimogenas [16 de octubre de 2020]
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tratos a personas privadas de libertad. El personal de las Fuerzas Arma-
das, por su parte, se vio involucrado en situaciones de lesiones e incluso 
de muerte de manifestantes que fueron atropellados o ultimados en el 
intento de evitar saqueos.

Segundo, en cuanto al uso de la fuerza llevado a cabo por Rusia en la 
invasión de Ucrania a fines de febrero de 2022. La opinión pública alega 
que tanto la intrusión como determinados métodos y medios de guerra 
rusos han violado el derecho internacional. Por una parte, veinte días 
después de iniciadas las hostilidades, la Corte Internacional de Justicia 
dispuso que la Federación Rusa suspendiera las operaciones militares 
iniciadas el 24 de febrero con el pretendido propósito de prevenir y 
castigar un supuesto genocidio cometido por Ucrania contra la minoría 
rusa en las provincias de Luhansk y Donetsk (2022).3 En otras palabras, la 
Corte estableció que el recurso de la fuerza utilizado por Rusia en contra 
de Ucrania era ilícito. Por otra parte, abundan las denuncias de crímenes 
de guerra constatados tanto por las cadenas noticiosas internaciona-
les,4 como las principales agencias de Naciones Unidas vinculadas a los 
derechos humanos,5 sumando al Comité Internacional de la Cruz Roja 
(CICR)6 y las ONG de derechos humanos más importantes a nivel mundial, 

3   Corte Internacional de Justicia: Order. Allegation of Genocide under The Convention on 
the Prevention and Punishment of The Crime of Genocide (Ukraine v. Russian Federation). Request 
for the Indication of Provisional Measures. [Online, 16 marzo 2022]. Disponible en: https://
www.icj-cij.org/en/case/182 [26 de abril de 2022].

4   Al Jazeera. 2022. Por John Psaropoulos: Russia’s sixth week of war in Ukraine saw atrocities. 
What next? [Online, 07 abril 2022]. Disponible en: https://www.aljazeera.com/news/2022/4/7/
russias-sixth-week-of-war-in-ukraine-saw-atrocities-what-next [26 abril de 2022]; CNN po-
litics. Por Zachary B. Wolf. Here’s how war crimes prosecutions work [Online, 11 abril 2022]. 
Disponible en: https://edition.cnn.com/2022/03/03/politics/putin-war-crimes-russia-ukra-
ine-us-what-matters/index.html [26 abril de 2022].

5   UN News. Global perspective Human stories. 2022. UN’s Bachelet’s condemns “horrors” 
faced by Ukraine civilians [Online, 22 abril 2022]. Disponible en: https://news.un.org/en/
story/2022/04/1116692 [26 abril de 2022]. 

6   International Comitee of the Red Cross (ICRC). 2022. Ukraine: ICRC calls for immediate and unim-
peded access to Mariupol to facilitate safe passage of civilians and wounded [Online, 24 abril 2022]. 
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como Human Rights Watch7 y Amnistía Internacional.8 A dos meses de 
iniciada la guerra ya se había verificado un desastre humanitario que 
afectaba a una inmensa población civil ucraniana y que contabilizaba 
entonces más de dos mil civiles muertos, cinco mil civiles heridos, casi 
5 millones de refugiados y 8 millones de desplazados dentro del país 
debido al conflicto.9

Los cuestionamientos a la conducción de las hostilidades rusa han 
recaído tanto en los medios, como en los métodos de guerra y se repro-
cha que estos hubiesen generado intencionalmente daños superfluos 
o sufrimientos innecesarios a la población civil. En relación con los 
medios, se ha denunciado la selección constante de armas que causan 
daños indiscriminados, como municiones de racimo y armas explosi-
vas de amplios efectos en áreas densamente pobladas. En cuanto a los 
métodos, se ha revelado violencia sexual sistemática contra mujeres; 
lanzamiento intencional de misiles hacia centros urbanos, apuntando a 
hospitales, escuelas y edificios de departamentos de gran altura; junto 
con la privación de asistencia humanitaria, la destrucción de servicios 
de salud y la restricción al acceso alimentario.

Este libro quiere debatir estos problemas, escudriñando en las causas y 
en los efectos sombríos que presenta el incumplimiento de los estándares 
internacionales para el uso de la fuerza bajo ambos regímenes jurídicos. 
Se parte de la hipótesis de que para determinar el grado de adecuación 

Disponible: https://www.icrc.org/en/document/ukraine-icrc-calls-immediate-and-unim-
peded-access-mariupol-facilitate-safe-passage [26 abril de 2022].

7   Human Rights Watch. 2022. Por Hugh Williamson: Racing to Document War Crimes 
in Ukraine [Online, 5 abril 2022]. Disponible en: https://www.hrw.org/news/2022/04/05/
racing-document-war-crimes-ukraine [26 abril de 2022].

8   Amnesty International. 2022. Ukraine: Russian forces extrajudicially executing civilians 
in apparent war crimes-new testimony [Online, 7 abril 2022]. Disponible en: https://www.
amnesty.org/en/latest/news/2022/04/ukraine-russian-forces-extrajudicially-executing-ci-
vilians-in-apparent-war-crimes-new-testimony/ [26 abril de 2022].

9   World Health Organization: Emergency in Ukraine. Reporting period: 14-20 April 2022 
[Online, 21 abril 2022] Disponible en: https://apps.who.int/iris/handle/10665/353405 [26 
abril de 2022].
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que pueda existir entre los estándares normativos y la práctica del uso de 
la fuerza, se requiere medir la forma en la que esta se despliega en algún 
momento. Esta comprobación sobre la teoría y la práctica del empleo 
de la fuerza puede recaer en diversas esferas que inciden en la forma 
como esta finalmente se ejecuta y que van desde las características del 
diseño de reglas para su aplicación, la influencia de la cultura organiza-
cional, el tipo de entrenamiento que reciben los portadores de armas, 
la eficiencia de los mecanismos de control interno o la implementación 
de mecanismos de rendición de cuentas, entre otros.

El propósito de esta publicación es revelar las principales cuestiones 
que afectan la conciliación del ejercicio de la fuerza con los estándares 
internacionales y esta introducción busca delimitar este problema for-
mulando tres interrogantes ¿Cuáles son las principales complejidades 
del estándar del derecho internacional de los derechos humanos para 
el uso de la fuerza en la aplicación de la ley? ¿Cuáles son las principales 
complicaciones del estándar del derecho internacional humanitario 
para el uso de la fuerza en la conducción de las hostilidades? ¿Cuáles 
son los principales obstáculos para que los superiores asuman sus res-
ponsabilidades por los resultados dañinos de las operaciones en las que 
se emplea la fuerza?

1.	 EL EMPLEO DE LA FUERZA EN OPERACIONES POLICIALES

1.1.  ESTÁNDAR INTERNACIONAL

Aunque el derecho internacional no entrega una definición de fuerza, 
se entiende que se trata de una coerción física destinada a neutralizar 
una agresión o a obligar a que una persona cumpla con una instrucción 
legítima de la autoridad.

El derecho internacional de los derechos humanos establece algunas 
condiciones para su empleo en la aplicación de la ley, que consideran que 
para un uso legítimo se deben cumplir con a lo menos cuatro condiciones 
o principios. Los tres primeros son de naturaleza operativa y definen la 
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forma y oportunidad en que se puede emplear la fuerza; el cuarto prin-
cipio es de tipo administrativo y opera ex post facto en relación con las 
responsabilidades que surgen frente a los excesos.

En su conjunto, estos cuatro preceptos determinan la oportunidad e 
intensidad con la que los funcionarios encargados de hacer cumplir la 
ley pueden emplear la fuerza y, consecuencialmente, validan su empleo, 
incluso cuando se ejerce fuerza letal:

a.  El principio de legalidad10

El principio de legalidad plantea que la fuerza debe buscar el cumpli-
miento de un objetivo legítimo y debe emplearse con moderación y en 
proporción a la gravedad del delito.11 Considera también que su empleo 
debe estar regulado legalmente en el derecho interno cumpliendo con 
las prescripciones del derecho internacional, incluyendo la definición 
del tipo de armas que pueda emplear la policía y la determinación de 
las condiciones bajo las cuales esta se pueda emplear para minimizar 
las posibilidades de daños (OACNUDH, 2020: 5).

b.  El principio de necesidad12

El principio de necesidad establece que se puede recurrir a la fuerza 
de manera excepcional cuando otros medios resulten ineficaces para 
conseguir un objetivo legítimo, o cuando resulta improbable que se logre 
el resultado previsto.13 Supone que los funcionarios policiales hagan todo 

10   Artículo 3 comentario b) del Código de Conducta y Principios 4 y 5 de los Principios Básicos.

11   Caso Nadege Dorzema y otros vs. República Dominicana (2012): Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, 24 de octubre de 2012 (fondo, reparaciones y costas), párr. 85; Caso Cruz 
Sánchez y otros vs. Perú (2015): Corte Interamericana de Derechos Humanos, 17 de abril de 
2015 (fondo, reparaciones y costas), párr. 265.

12   Artículo 3 comentario a) del Código de Conducta, Números 4 y 5 de los Principios Básicos.

13   Corte IDH. Caso Nadege Dorzema y otros vs. República Dominicana, op. cit. párr. 85; Corte IDH. 
Caso Cruz Sánchez y otros vs. Perú, op. cit. párr. 265.
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lo posible por buscar formas que reduzcan la intensidad del problema 
(OACNUDH, 2020: 6).

Para los casos en que la fuerza sea razonablemente necesaria, el princi-
pio plantea que se debe emplear el mínimo de fuerza que permita alcan-
zar el propósito y que esta fuerza debe cesar cuando ya no sea necesaria.14

c.  El principio de proporcionalidad15

El principio de proporcionalidad implica dos cosas: que la fuerza 
cause el menor daño posible en relación con la amenaza sufrida por una 
persona o un grupo de personas,16 y que para dimensionar su magnitud 
se considere tanto la gravedad del delito como el objetivo legítimo que 
se persigue.17 Como consecuencia, todo uso excesivo constituye siempre 
una violación al principio de proporcionalidad.18

d.  El principio de responsabilidad19

El principio de responsabilidad20 parte del supuesto de que existe 
una obligación estatal de rendir cuentas por el uso erróneo de la fuerza 
en la aplicación de la ley y establece dos tipos de responsabilidades. 
Una de naturaleza individual para los autores y otra para sus colegas 

14   Informe del Relator Especial sobre las ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias, 
Christof Heyns, A/HRC/26/36. Párr. 60.

15   Artículo 3 comentario b) del Código de Conducta, Números 4 y 5 de los Principios Básicos.

16   Caso Hermanos Landaeta Mejías y otros vs. Venezuela (2014): Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, 27 de agosto de 2014 reduzcan (excepciones preliminares, fondo, 
reparaciones y costas), párr. 136.

17   Corte IDH. Caso Hermanos Landaeta Mejías y otros vs. Venezuela, op. cit. párr. 136.

18   Corte IDH. Caso Nadege Dorzema y otros vs. República Dominicana, op. cit., párr. 87; Corte 
IDH. Caso Hermanos Landaeta Mejías y otros vs. Venezuela, op. cit., párr. 130; Caso Tarazona Arrieta 
y otros vs. Perú (2014): Corte Interamericana de Derechos Humanos, 15 de octubre de 2014 
(excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas), párr. 162.

19   Números 7, 8, 22, 23, 24, 25 y 26 de los Principios Básicos.

20   Números 7, 8, 22, 23, 24, 25 y 26 de los Principios Básicos.
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de testificar si es que tuvieron conocimiento del evento (Bienert y De 
Rover, 2017). Otra, para los superiores y los organismos encargados de 
hacer cumplir la ley, de mostrar que se ha implementado una diligencia 
debida relacionada con: el entrenamiento;21 la rendición de cuentas 
ante la opinión pública, ante las autoridades civiles y ante los organis-
mos persecutores penales,22 y, finalmente, a los superiores les asiste el 
deber de impartir órdenes para ajustar los procedimientos a la ley y a 
los derechos humanos.23

Adicionalmente, Naciones Unidas distingue otros dos principios que 
son: el de “precaución”, que consiste en la prevención de minimizar la 
severidad de los resultados que pueda causar la fuerza,24 y el principio 
de “no discriminación”, que es concebido como la obligación estatal de 
monitorear que se consiga, en la práctica, un tratamiento respetuoso 
igualitario para todo tipo de personas en contra de quienes se deba 
emplear la coerción (OACNUDH 2020: 5-7).

1.2.  PROBLEMAS PARA EL USO DE LA FUERZA 
EN OPERACIONES POLICIALES

La experiencia plantea que las principales causas de brechas entre 
el estándar de derechos humanos y la práctica policial se derivan de un 
mal diseño o de una mala implementación de los principios de derechos 
humanos en las técnicas de intervención y que dependen de: 1) que las 
normas de derechos humanos estén integradas adecuadamente en 

21   “Principio 19: Los gobiernos y los organismos encargados de hacer cumplir la ley procurarán que 
todos los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley reciban capacitación en el empleo de la 
fuerza y sean examinados de conformidad con normas de evaluación adecuadas. Los funcionarios 
que deban portar armas de fuego deben estar autorizados para hacerlo sólo tras haber finalizado la 
capacitación especializada en su empleo”. 

22   Artículo 3 comentario c) del Código de Conducta y Números 22, 23, 24, 25 y 16 de los 
Principios Básicos.

23   Artículos 1, 2, 5 y 8 del Código de Conducta.

24   Informe del Relator Especial sobre las ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias, 
Christof Heyns, A/HRC/26/36. Párr. 63.
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la actuación policial; 2) que la discrecionalidad policial se encuentre 
debidamente acotada, y 3) que el equipamiento del personal policial 
sea apropiado.

a.  Integración de los derechos humanos en la práctica policial

El Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR) ha planteado que el 
cumplimiento de las disposiciones del derecho internacional de los de-
rechos humanos y del derecho internacional humanitario depende de 
que estas normas sean parte integrante de las operaciones policiales y 
militares. El organismo sugiere que la aplicación práctica del estándar 
internacional se consigue, primero, identificando la manera en que cada 
una de las normas tienen incidencia en las operaciones y, luego, definien-
do cuáles son las medidas más convenientes para su incorporación a la 
doctrina, la enseñanza, el entrenamiento, el equipamiento y la sanción 
de inconductas (2008).

En los hechos, un proceso seguro de integración de normas inter-
nacionales pasa por convertir las abstracciones normativas en tareas 
específicas. Este desarrollo se puede diseñar e implementar siguien-
do los siguientes pasos: 1) Identificando las normas que definen las 
condiciones mínimas para un tipo de actuación; 2) Simplificando el 
contenido normativo elaborando principios que establezcan exigencias 
procedimentales; 3) Seleccionando técnicas de intervención asociados a 
dispositivos y armas idóneas para la ejecución de las tareas; 4) Elaborando 
procedimientos estandarizados que establezcan pasos para la ejecución 
del trabajo; 5) Entrenando al personal de forma constante para conseguir 
que las actuaciones ya estandarizadas sean repetidas generalizadamente 
en circunstancias de alta exigencia profesional, y 6) Estableciendo meca-
nismos de supervisión eficientes, junto con procedimientos disciplinarios 
rápidos, exhaustivos e imparciales. Tanto la prevención de inconductas, 
como la atribución de responsabilidades por abusos cometidos por el 
empleo de la fuerza, dependen del grado de cumplimiento de cada una 
de estas etapas de parte de los funcionarios involucrados.

Algunas de las cuestiones más complejas para un desarrollo adecuado 
de cada uno de estos pasos están relacionadas al uso diferenciado de 
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la fuerza aplicada a personas que se encuentran en alguna categoría 
de vulnerabilidad. Es decir, las instituciones policiales deben resolver 
cómo emplear adecuadamente la fuerza para vencer una resistencia o 
neutralizar una agresión que proviene de una mujer, de un niño, niña o 
adolescente, de un migrante, un anciano, una persona con discapacidad 
visible, o de una persona que se encuentre en la categoría LGTBIQ+.

En la práctica, esto obliga a tomar una posición institucional frente a la 
posibilidad real, o no, de implementar normas y prácticas que permitan 
graduar la intensidad de la fuerza considerando la posible vulnerabilidad 
de quien debe ser neutralizado. Esto depende de dos factores: del tipo 
de oposición que este ejerza y de la viabilidad policial de anticipar una 
respuesta. De esta manera, sería posible emplear medios y volúmenes 
de fuerza menos dañinos, ante situaciones que consistieran en meras 
desobediencias o, bien, ante eventos de resistencia programados y en los 
que los agentes policiales no tengan contacto físico con los antagonistas, 
como puede ocurrir con el uso de armas menos letales en el manteni-
miento del orden público. Contrariamente, no sería posible discernir 
matices en el nivel de la respuesta policial cuando se hace frente a agre-
siones imprevistas o se trata de situaciones en las que se pone en riesgo 
la vida de los agentes policiales. La gravedad de las consecuencias de 
estas respuestas requiere de definiciones legales e institucionales claras.

b.  Limitación de la discrecionalidad policial

La discrecionalidad es la capacidad de escoger opciones o acciones 
para una situación determinada (Demsey y Forst 2016: 143). Según Mi-
chael Lipsky el ejercicio de la discrecionalidad es mayor en los trabajos 
en los que se deben tomar decisiones inmediatas y contando con poca 
información (Lipsky [1980] 2010: xi). Esta es, por tanto, una de las prin-
cipales características del trabajo policial, en el que los agentes deben 
tomar decisiones que muchas veces pueden significar restricciones de 
derechos, con datos parciales y con una alta exigencia social y legal de 
hacerlo con criterio. Aunque normalmente la forma en que se desarrollan 
las intervenciones policiales más complejas es definida previamente por 
las instituciones policiales, como ocurre con la forma de intervenir ante 
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delitos graves (Demsey y Forst 2016: 142-149), siempre está latente la 
posibilidad de arbitrariedad y desproporción de quien ejecuta la tarea.

El principal propósito de limitar la discrecionalidad de los funcionarios 
policiales es que los miembros de una misma organización estén capaci-
tados para resolver problemas similares de manera análoga (Demsey y 
Forst 2016: 147). Esto se puede conseguir implementando medidas que se 
interrelacionen, como las que constriñen la libertad de la actuación poli-
cial mediante el diseño de procedimientos estandarizados, reforzando la 
supervisión directa de la jefatura (Davis, 2012), detectando inconductas 
a través de estamentos de asuntos internos (Verry, 2014), recepcionando 
reclamos externos a través de canales de denuncia apropiados (Demsey 
y Forst 2016: 147) e instaurando códigos de ética relacionados con las 
conductas operativas y que incentiven el control de pares (De Rover y 
Bienert 2017: 143-155).

Lipsky plantea que el ejercicio de la discrecionalidad puede generar 
resultados indeseados cuando influyen las preferencias o los prejuicios 
personales de los trabajadores de nivel de calle o cuando inciden presio-
nes y expectativas sociales sobre el modo en que se debe cumplir el tra-
bajo (Lipsky [1980] 2010: 13-25). Estas ideas podrían explicar la importante 
disconformidad que se dio entre la política declarada derechos humanos 
de Carabineros de Chile y la práctica del uso de la fuerza durante la crisis 
social de 2019: personal no entrenado de carabineros habría sido pre-
sionado por una situación de alta incertidumbre que planteaba riesgos 
inéditos para quienes debían contener altas concentraciones de personas 
y en las que tumultos organizados empleaban violencia concertada en su 
contra; esto habría precipitado el uso intensivo y discrecional de armas 
que eran inadecuadas para la dispersión de manifestantes, con resulta-
dos altamente dañinos. Esta explicación, no obstante, no puede servir 
de excusa para justificar la falta de entrenamiento o de equipamiento 
adecuado del personal policial.

c.  Equipamiento apropiado para el personal policial.

Las armas de mayor impacto usadas por Carabineros de Chile du-
rante la crisis social para dispersar manifestantes violentos fueron las 
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escopetas y el gas lacrimógeno. Ambas armas tienen el problema de 
que no son idóneas para el propósito en que fueron empleadas, gene-
rando daños imprevistos.

Las escopetas son armas de fuego largas, de anima lisa y concebidas 
originalmente para la caza. En el ámbito policial se emplea munición de 
proyectiles de goma o caucho para generar un trauma superficial que 
permita incapacitar momentáneamente a las personas violentas. Si bien 
a nivel internacional las escopetas y su munición son concebidas como 
de “menor letalidad” debido a su composición y a la energía cinética 
que liberan, su uso en el mantenimiento del orden público presenta dos 
problemas: 1) a larga distancia, los proyectiles que no dan en el blanco 
definido por el tirador son capaces de impactar a personas que no parti-
cipan en actividades violentas, debido a la dispersión de los perdigones y 
al escaso control de la trayectoria balística, y 2) a corta distancia, pueden 
generar lesiones graves o la muerte, dado que pueden llegar a actuar 
como un proyectil único cuando los perdigones no alcanzan a salir del 
taco que los contiene.25

Por estas consideraciones, en el estándar internacional de derechos 
humanos se plantea que este tipo de munición solo se podría utilizar a 
cierta distancia del blanco, direccionada hacia la parte inferior del cuerpo 
y en la medida que no exista riesgo de impactar a terceros. En ningún 
caso sería lícito emplear proyectiles metálicos, ni de goma, ni tampoco 
de caucho que sean disparados en modo automático, con proyectiles 
múltiples o direccionados hacia la cabeza, cara o cuello, como propone la 
“Guidance on Less-Lethal Weapons in Law Enforcement”, elaborada por 
un grupo de expertos convocados por la Oficina del Alto Comisionado 
de Naciones Unidas para los Derechos Humanos,26 y que fue aprobada 

25   Velásquez, J. y Fernández, C. 2020: ¿No letales? El daño que ha causado la munición que 
dispara Carabineros a los manifestantes y por qué debe prohibirse. Disponible en: https://www.
ciperchile.cl/2020/05/27/no-letales-el-dano-que-ha-causado-la-municion-que-dispara-ca-
rabineros-a-los-manifestantes-y-por-que-debe-prohibirse/ [16 de octubre de 2020].

26   Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos. 2020: 
Guidance on Less-Lethal Weapons in Law Enforcement. Ginebra: UNHROHC. pp. 35-36 
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en octubre de 2019 en el 127 período de sesiones del Comité de Derechos 
Humanos. Si bien esta guía no tiene efecto vinculante directo, tiene 
una enorme utilidad práctica para interpretar los principios 2 y 3 de los 
“Principios Básicos” desde la perspectiva jurídica y operativa.

El gas lacrimógeno es un químico tóxico que se emplea como arma 
irritante en diversos formatos (líquido, sólido o gaseoso) y que se usa 
para dispersar personas que participan en actividades violentas. El 
agente químico usado por Carabineros de Chile es el clorobenzilideno 
malononitrilo, conocido como “CS”. Su empleo puede generar diversos 
problemas operativos ya que afecta de forma indiscriminada tanto a 
quienes cometen actos violentos, como a quienes participan pacífica-
mente de una reunión, lo que puede provocar la exacerbación de los 
ánimos de manifestantes pacíficos o estampidas peligrosas en lugares 
de escasa ventilación o que no cuenten con vías de escape adecuadas 
(Alto Comisionado 2020: 31-2).

El CS es un gas tóxico internacionalmente autorizado para uso policial 
por la Convención sobre las Armas Químicas de 1993,27 bajo la condición 
de que solo se emplee en tiempos de paz como “agente de represión de 
disturbios”, esto es: 1) que sea empleado por los funcionarios encargados 
de hacer cumplir la ley, y 2) que sus efectos, consistentes en irritación 
o incapacidad física, desaparezcan después de concluida la exposición 
al agente. No obstante, un estudio efectuado en Francia por Alexander 
Samuel y André Picot (2020) ha promovido el debate sobre los peligros 
de este gas al dar cuenta que exposiciones prolongadas, o en altas con-
centraciones, sí podrían tener efectos duraderos susceptibles de afectar 
el cerebro, hígado, riñones, ojos, tiroides, el sistema gastrointestinal y 
cardiovascular, tanto en los manifestantes, en los propios policías, o en 
residentes de los lugares en los que se emplea el agente tóxico (Schep 
et al. 2015; Rothenberg 2016; Haar et. al. 2017; Kaszeta, D. 2019).

27   Artículo 7 de la Convención sobre la Prohibición del Desarrollo, la Producción, el Almacenamiento 
y el Empleo de Armas Químicas y sobre su Destrucción, de 1993 (Decreto Supremo 1.764 de 2 de 
diciembre de 1996, del Ministerio de Relaciones Exteriores).
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La regulación de Carabineros para el empleo de escopetas con muni-
ción “antidisturbios” y sobre uso de gases lacrimógenos está contemplada 
en los procedimientos estandarizados que se conocen como “Protoco-
los para el mantenimiento del orden público”.28 Ninguno de los cuales 
menciona la peligrosidad de estos medios, ni las condiciones técnicas 
específicas que permiten evitar daños con su uso. Esto no satisface ade-
cuadamente el estándar internacional, puesto que la falta de precisión 
o el desconocimiento de los efectos dañinos de las armas debilita el 
principio de proporcionalidad en el uso de la fuerza.

1.3.  CÓMO MEJORAR EL EMPLEO DE LA 
FUERZA EN OPERACIONES POLICIALES

En la práctica, cuando no existe un “accountability” efectivo, los prin-
cipios fundamentales que regulan el uso de la fuerza son letra muerta 
(Casey-Maslen y Connolly 2017). El “accountability” policial es un meca-
nismo regulatorio y de respuesta institucional que involucra, entre otros, 
la transparencia, el control interno y externo, la medición del desempeño 
y la rendición de cuentas. Este “accountability” ayuda a construir una po-
licía profesional, respetuosa de las personas, ajustada a la ley y sensible 
al público y a sus propios trabajadores policiales, generando respeto y 
confianza del público (Walker y Archbold, 2020).

Entonces, si no se mide el desempeño se dificulta la posibilidad de 
supervisar y evaluar los procedimientos con criterios técnicos, se impo-
sibilita determinar las responsabilidades individuales y de la cadena 
mando ante hechos ilícitos y se retrasa considerablemente la posibilidad 
de efectuar correcciones a las inobservancias operativas más frecuentes. 
Como resultado de esta falta de control se puede llegar a naturalizar el 

28   Orden General 2287 de 14 de agosto de 2014 de la Dirección General que aprobó la 
actualización de 30 protocolos de intervención para el mantenimiento del orden público, 
modificada posteriormente por la Orden General 2635 de 01 de marzo de 2019, que aprobó 
un nuevo texto y deroga la normativa anterior y mediante la Orden General 2780 de 14 de 
julio de 2020, que efectuó nuevos cambios.
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mal equipamiento o la preparación deficiente de los efectivos policiales 
o, más grave aun, se puede llegar a tolerar o encubrir abusos y delitos.

El Relator Especial sobre las Ejecuciones Extrajudiciales, Sumarias 
o Arbitrarias de Naciones Unidas, señaló en este sentido que: “Eviden-
temente, el poder conlleva responsabilidades. Las amplias facultades 
conferidas a la policía se prestan al abuso en cualquier sociedad, y redun-
da en interés de todos que dichas facultades estén sujetas a vigilancia 
constante. Para funcionar correctamente, la policía necesita directrices 
adecuadas sobre el uso de la fuerza y mecanismos de rendición de 
cuentas apropiados”.29 El relator apuntó a dos aspectos esenciales de 
los que el Estado, y las organizaciones policiales, deben responder. Por 
una parte, que la facultad del Estado para emplear la fuerza debe estar 
limitada por una descripción de las condiciones que faculten su empleo. 
Por otro, que las organizaciones policiales deben contar con una regu-
lación interna que les permitan verificar la licitud o ilicitud del uso de 
la fuerza en cada caso.

La experiencia policial comparada (Walker y Archbold, 2020) sugiere 
que para el control efectivo del uso de la fuerza se requiere, a lo menos: 
1) Contar con normas internas que limiten la discrecionalidad policial y 
que proporcionen elementos de juicio para tomar decisiones; 2) Emplear 
esas normas como base para un entrenamiento constante que recree los 
eventos que puedan resultar más críticos para el desempeño policial, es-
pecialmente con armas de fuego (Murray y Haberfeld, 2021); 3) Establecer 
la obligatoriedad de reportar los incidentes en los que se haya usado la 
fuerza, o se haya sido testigo, y en el que resultaran personas lesionadas 
o que aleguen haber sido lesionadas; 4) Contar con un oficial a cargo de 
verificar la consistencia de los reportes para cotejar el cumplimiento, o 
no, de los principios que autorizan el empleo de la fuerza; 5) Mantener 
toda la información relacionada con uso de la fuerza policial a disposición 
del público; y 6) Instruir indagaciones disciplinarias especializadas en 
casos del empleo de armas de fuego para determinar técnicamente la 

29   “Informe del Relator Especial sobre las ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias, 
Christof Heyns”, UN doc. A/HRC/26/36, 1 de abril de 2014, N° 23.
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pertinencia de su uso (Davis, 2012) y practicar investigaciones rápidas, 
detalladas y efectivas cuando se trate de abusos cometidos en contra de 
personas privadas de libertad y cuya instrucción debe estar a cargo de 
organismos independientes e imparciales.30

En síntesis, las organizaciones policiales tienen el deber de hacerse 
cargo de sus actuaciones y de rendir cuenta de ellas. Una mejor acep-
tación del público depende tanto de que su desempeño sea medido 
adecuadamente, como de que los resultados conseguidos sean positivos.

2.	EL EMPLEO DE LA FUERZA EN OPERACIONES MILITARES

2.1.  ESTÁNDAR INTERNACIONAL

El estándar internacional para el empleo de la fuerza en los conflic-
tos armados está regulado por el derecho internacional humanitario 
(DIH).31 Los principios que emanan del DIH imponen criterios para la 
conducción de las hostilidades y pautas de conducta para los comba-
tientes. Aunque la doctrina no es unánime en la enunciación de los 
principios más importantes del DIH, el denominado derecho de Gi-
nebra desarrolló el principio de distinción y el derecho de La Haya, el 
de limitación. De estos dos principios se desprenden otros como son, 
por ejemplo, los de proporcionalidad e inmunidad de la población civil 
(Valencia 2007: 118-9).

30   Comité de Derechos Humanos, “Observación General N° 31, Naturaleza de la obligación 
jurídica general impuesta a los Estados Parte en el Pacto”. UN doc. CCPR/C/21/Rev.1/Add.13, 
26 de mayo de 2004, N° 15. Asamblea General de Naciones Unidas: “Reglas mínimas de las 
Naciones Unidas para el tratamiento de los reclusos” (Reglas Nelson Mandela). Res. 70/175, anexo, 
aprobado el 17 de diciembre de 2015. Regla 57(3).

31   Las normas y principios que regulan el uso de la fuerza en los conflictos armados se 
encuentran principalmente en el Reglamento de La Haya de 1907, los Protocolos adicionales 
a los Convenios de Ginebra, y en el derecho internacional humanitario consuetudinario.



Teoría y práctica sobre el empleo de la fuerza bajo los estándares internacionales  |  47

Las cuestiones más importantes de estos principios son las siguientes:

a.  El principio de distinción.

El principio de distinción formula que las partes en conflicto deben 
diferenciar en todo momento entre combatientes y no combatientes, 
así como entre objetivos militares y bienes civiles, de manera que solo 
pueden dirigir sus operaciones válidamente contra estos últimos.32

Son combatientes los miembros de las fuerzas armadas de una parte 
en conflicto y los miembros de organismos paramilitares o servicios ar-
mados incorporados a las fuerzas armadas, con excepción del personal 
sanitario o religioso.33 También se consideran combatientes las pobla-
ciones de un territorio que, al acercarse el enemigo, se levantan contra 
él de forma espontánea (Valencia 2007: 124-5).

Mientras la definición de bienes civiles es negativa, en el sentido que 
se considera bienes civiles todos los que no son objetivos militares, los 
objetivos militares se limitan a aquellos bienes que por su naturaleza, 
ubicación, finalidad o utilización contribuyan eficazmente a la acción 
militar y cuya destrucción total o parcial, captura o neutralización ofrezca, 
en las circunstancias del caso, una ventaja militar definida.34

b.  El principio de limitación.

El principio de limitación establece que los medios y métodos de 
combate no son ilimitados porque no se permite la destrucción total, 
ni el sufrimiento innecesario. De esta manera, se imponen restricciones 
tanto al empleo de los medios de combate, es decir a las armas, como 
a los métodos de combate, o, en otras palabras, a la utilización que se 
haga de las armas (Valencia, 2007: 152).

32   Artículo 48 del Protocolo I adicional a los Convenios de Ginebra de 1949, relativo a la 
protección de las víctimas de los conflictos armados internacionales de 1977.

33   Artículos 43 y 50 del Protocolo I de 1977 adicional a los Convenios de Ginebra de 1949; 
artículo 1 del Reglamento de La Haya de 1907, y artículo 4 del Convenio III de Ginebra de 1949.

34   Artículo 52 del Protocolo I adicional a los Convenios de Ginebra de 1949, relativo a la 
protección de las víctimas de los conflictos armados internacionales de 1977.
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Se prohíbe la utilización de armas, proyectiles y materias que causen 
males superfluos, sufrimientos innecesarios o que tengan efectos indiscri-
minados, y se prohíbe el empleo de métodos o medios de hacer la guerra 
que hayan sido concebidos para causar, o de los que quepa prever que 
causen, daños extensos, duraderos y graves al medio ambiente natural.35

c.  El principio de proporcionalidad.

El principio de proporcionalidad plantea que debe existir un equilibrio 
entre una destrucción lícita (que se consigue obteniendo una ventaja 
militar definida), con los imperativos humanitarios que obligan a evitar 
daños colaterales a población civil o sus bienes.36 Esto significa que la 
planificación militar debe considerar el empleo de medios y métodos 
de combate adecuados a una ventaja militar definida y que los daños 
eventuales que se puedan ocasionar contra personas y bienes civiles 
deben ser excepcionales y mínimos.

Este principio también favorece a los combatientes, pues las partes 
en conflicto no pueden causar males desproporcionados a sus adversa-
rios con respecto al objetivo de la guerra que es destruir o debilitar el 
potencial militar del enemigo y obligarlo a asumir condiciones. Por esta 
razón, si hay tres medios para neutralizar a los combatientes enemigos, 
que son matar, herir o capturar, se debe preferir la captura a las lesiones 
y las lesiones a la muerte (Valencia, 2007: 127-8).

d.  El principio de inmunidad de la población civil.

El principio general de inmunidad de la población civil, también co-
nocido como principio de precaución, obliga a las partes en conflicto a 
adoptar medidas destinadas a evitar o reducir daños incidentales a civiles 

35   Artículo 35 del Protocolo I adicional a los Convenios de Ginebra de 1949, relativo a la 
protección de las víctimas de los conflictos armados internacionales de 1977.

36   Artículo 51 del Protocolo I adicional a los Convenios de Ginebra de 1949, relativo a la 
protección de las víctimas de los conflictos armados internacionales de 1977.
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o personas que no participan directamente en las hostilidades.37 Implica 
una prohibición absoluta de utilizar ciertos métodos de combate tales 
como los ataques directos con la población civil y los actos de terror, hacer 
padecer hambre a la población civil y los desplazamientos forzosos.38

El Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR) plantea que la puesta 
en práctica de esta protección requiere “que se tomen precauciones, 
tanto por la parte atacante en las diversas fases del ataque (concepción, 
decisión y ejecución) como por la parte atacada. Por ejemplo, no debe-
rían situarse intencionadamente instalaciones militares en medio de 
una concentración de civiles para utilizar a éstos como escudo o hacer 
que la parte adversa renuncie a atacar, sin olvidar las otras medidas de 
precaución que no se explicitan en el Protocolo II”.39

2.2.  PROBLEMAS PARA EL USO DE LA FUERZA 
EN OPERACIONES MILITARES

En términos normativos, existen dos problemas frecuentes que 
complican el diseño e implementación de una operación militar y que 
pueden promover el incumplimiento del estándar del derecho inter-
nacional humanitario para el uso de la fuerza: 1) la confusión sobre 
cuáles son los regímenes jurídicos aplicables para el uso de la fuerza en 
conflictos armados cuando se trata de operaciones vinculadas a la apli-
cación de la ley, y 2) el desconocimiento del régimen jurídico aplicable 
en operaciones en las que participan militares pero que no forman parte 
de conflictos armados.

37   Artículo 57 del Protocolo I adicional a los Convenios de Ginebra de 1949, relativo a la 
protección de las víctimas de los conflictos armados internacionales de 1977.

38   Artículo 13 del Protocolo II adicional a los Convenios de Ginebra de 1949, relativo a la 
protección de las víctimas de los conflictos armados sin carácter internacional de 1977.

39   International Committee of the Red Cross. 1998. Comentario al Protocolo adicional II a los 
Convenios de Ginebra de 1949. Párr. 4772 [Online, 01 noviembre 1998]. Disponible en: https://
www.icrc.org/es/doc/resources/documents/misc/comentario-protocolo-ii.htm [26 abril de 
2022].
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a.  Confusión sobre los regímenes jurídicos aplicables en conflictos armados.

Si bien el empleo de la fuerza en los conflictos armados se encuentra 
regulado principalmente por las restricciones que impone el DIH, exis-
ten situaciones en las que las operaciones tienen connotaciones que 
no son estrictamente militares, como cuando estas tienen objetivos de 
seguridad pública o se desarrollan en centros urbanos en los que los 
adversarios se entremezclan con la población civil. En estos casos, los 
principios para el uso de la fuerza del DIH no son suficientemente claros 
ni precisos para delimitar las condiciones para el uso de la fuerza, y se 
hace necesario recurrir a los principios destinados a la aplicación de la 
ley. Esto es especialmente necesario cuando se trata de escenarios que 
se localizan en zonas que están fuera del conflicto o que se desatan en 
espacios que están bajo control del Estado en conflictos armados no 
internacionales, o que se encuentran intervenidas por una potencia 
ocupante en conflictos internacionales (Caggioli 2017).

La claridad del régimen jurídico aplicable no es una cuestión simple-
mente teórica, porque define despliegues que pueden afectar lícita o 
ilícitamente la integridad y la vida de las personas, pues ambos parten 
de supuestos distintos: 1) mientras el régimen de conducción de hostili-
dades permite dar muerte a objetivos legítimos, el de aplicación de la ley 
establece que se debe detener a los infractores a menos que supongan 
una amenaza inminente para la vida; 2) mientras bajo la conducción de 
las hostilidades se presume la posibilidad de atacar combatientes con 
medios legítimos, bajo la aplicación de la ley el principio de necesidad 
absoluta establece que esta es el último recurso; 3) mientras la propor-
cionalidad en la conducción de las hostilidades admite que se produzcan 
daños civiles acotados, bajo el régimen de aplicación de la ley solo se 
permite el mínimo de fuerza necesario y se excluye la posibilidad de 
causar daños accidentales.

b.  Desconocimiento del régimen jurídico aplicable en operaciones no militares.

En derecho internacional se acepta que los Estados puedan recurrir 
a las fuerzas militares para tareas de seguridad y de orden público en 
situaciones de paz, especialmente cuando se considera que las fuerzas 
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policiales puedan resultar insuficientes.40 En estos eventos, las fuerzas 
militares deben sujetarse, en todo, al régimen de aplicación de la ley y, 
para ello, deben contar con medios, normas y entrenamiento adecuados 
para desempeñar tareas de policía.

En Chile se presentan a lo menos dos problemas importantes que 
pueden generar brechas entre las normas internacionales que regulan 
el uso de la fuerza policial y su aplicación práctica de parte de efectivos 
militares. Las directivas que delinean las circunstancias y limitaciones 
bajo las cuales las fuerzas armadas chilenas pueden iniciar o continuar 
el empleo de la coerción, se denominan “Reglas para el uso de la fuer-
za” (RUF) y fueron dictadas por el Ministerio de Defensa a principios 
de 2020.41 Estas directrices tienen dos problemas: 1) confunden los 
dos regímenes internacionales que regulan el empleo de la fuerza, y 2) 
plantean el empleo de medios y métodos que no son idóneos para la 
aplicación de la ley.

Por una parte, las RUF bosquejan importantes conflictos con el están-
dar internacional: 1) extienden inadecuadamente las condiciones bajo 
las cuales se puede emplear la fuerza letal, agregando la posibilidad del 
“cumplimiento de objetivos”,42 como cuando se trata de repeler ataques a 
“recintos militares” o “instalaciones de utilidad pública”, independiente-
mente que se vea afectada o no la integridad de los efectivos militares, y 
2) sustituyen el principio de “necesidad absoluta” para el uso de la fuerza 
por el de “ventaja militar”43 y acepta equivocadamente la posibilidad de 

40   Artículo 1 comentario b) del Código de Conducta.

41   Decreto Supremo N° 8 de 21 de enero de 2020, del Ministerio de Defensa Nacional, que 
establece las reglas de uso de la fuerza para las Fuerzas Armadas en los estados de excepción 
constitucional que indica.

42   El artículo 2, letra a) de las RUF, amplía la legalidad desde la legítima defensa a un 
impreciso cumplimiento de un “objetivo legítimo”. “La acción que realice la fuerza militar 
debe efectuarse dentro del marco de la ley, debe estar previamente definida, efectuarse en 
conformidad al ordenamiento jurídico y atendiendo un objetivo legítimo”.

43   El artículo 2, b) no hace referencia a la fuerza como “ultima ratio” sino como una técnica 
de intervención válida para cumplir objetivos: “En el cumplimiento del deber de velar por 
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que se puedan provocar “daños colaterales”44 que, como se ha señalado, no 
encuentran justificación ni en el derecho internacional de los derechos hu-
manos, ni en las normas de la legítima defensa del derecho penal chileno.

Por otra, en cuanto a los medios y métodos militares destinados a la 
aplicación de la ley bajo estados de emergencia, las RUF contemplan: 1) 
la posibilidad de que las fuerzas militares empleen armas químicas, lo 
que podría vulnerar la restricción del derecho internacional que limita 
su posesión y uso solo a las organizaciones policiales en la “represión de 
disturbios”,45 y 2) la práctica de efectuar disparos de advertencia con arma 
de fuego, lo cual resulta inadecuado por varias razones: si se considera 
efectuar disparos al aire con munición de fogueo, debiera regularse pri-
mero la homogeneización del amunicionamiento; pero si se considera 
su uso para dispersar manifestantes violentos, no solo se pueden causar 
lesiones o la muerte bajo condiciones que no considera la ley, sino que, de 
no mediar lesionados, el estruendo de todos modos puede incrementar 
el grado de violencia de los participantes (Bienert, 2018: 280-1).46

el orden público y reparar o precaver el daño o peligro para la seguridad nacional, se puede 
utilizar la fuerza sólo cuando sea estrictamente necesaria para cumplir el objetivo de la 
consigna.
c) Principio de proporcionalidad: El tipo y nivel de fuerza empleada, y

44   El artículo 2, letra g) de las RUF, no prohíben los daños colaterales, sino que insta a 
evitarlos: “Deber de evitar daño colateral: Cuando se recurra al uso de la fuerza, se deben 
tomar las medidas necesarias para evitar daños colaterales, en particular respecto de la vida 
e integridad física de las personas. Se procurará la debida asistencia de primeros auxilios 
a las personas afectadas”.

45   Artículo 7 de la Convención sobre la Prohibición del Desarrollo, la Producción, el Almace-
namiento y el Empleo de Armas Químicas y sobre su Destrucción, de 1993 (Decreto Supremo 
1.764 de 2 de diciembre de 1996, del Ministerio de Relaciones Exteriores). Ver en estándar 
internacional al respecto en “ICRC position on the use of toxic chemicals as weapon for law 
eforcement”, de 6 de febrero de 2013.

46   Estas prescripciones se repiten en las normas particulares esbozadas por el Ejército de 
Chile para la aplicación de las RUF en el Oficio CJE AUGE (R) N° 6035/5967 PLAN EJÉRCITO 
A-1 que propone instrucciones que precisan el uso de la fuerza en estados de excepción 
constitucional para los medios desplegados por el Ejército. Son modificadas con un razo-
namiento más ajustado al estándar de derechos humanos en el Oficio CJE AUGE (R) N° 
6030/6396 PLAN EJÉRCITO A-1 que complementa propuesta de instrucciones que precisan 
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2.3.  CÓMO MEJORAR EL EMPLEO DE LA 
FUERZA EN OPERACIONES MILITARES

Tres iniciativas de tipo jurídicas pueden ayudan a reforzar la adecua-
ción de la práctica del uso de la fuerza militar al estándar internacional: 
a) elaborar normas para el uso de la fuerza destinadas a la aplicación de 
la ley que estén basadas estrictamente en el derecho internacional de los 
derechos humanos; b) elaborar reglas de enfrentamiento para conduc-
ción de hostilidades basadas en el derecho internacional humanitario, 
y c) implementar mecanismos de investigación disciplinaria tanto para 
casos de violaciones a los derechos humanos, como de infracciones graves 
al derecho internacional humanitario.

a.  Elaborar normas para el uso de la fuerza destinadas a la aplicación de la ley, 
basadas estrictamente en el derecho internacional de los derechos humanos.

Es importante recordar que el DIH sirve tanto para limitar el empleo 
de la fuerza en la guerra, como para proteger a sus víctimas; mientras, las 
normas y principios del derecho internacional de los derechos humanos 
tienen como propósito circunscribir el uso de la fuerza a la protección de 
la vida y la integridad de las personas. En cuanto a su aplicación, el DIH 
se limita a situaciones de conflictos armados, mientras el derecho de los 
derechos humanos se aplica tanto en tiempo de paz como en situaciones 
de conflictos armados. En una guerra se puede producir una interacción 
y superposición de la vigencia de ambos regímenes en dos casos: 1) en 
situaciones de ocupación, bajo conflictos armados internacionales, y 2) 
en zonas controladas por el Estado y en las que existe un bajo nivel de 
violencia, bajo conflictos armados no internacionales.

el uso de la fuerza en estados de excepción constitucional para los medios desplegados por 
el Ejército, y cuyo Anexo 2 “Conceptos jurídicos que respaldan el accionar del personal del 
Ejército, atribuciones y sugerencias de formas de proceder” es la única norma que se ajus-
taría al estándar de derechos humanos, pero que extrañamente parecería una instrucción 
no vinculante (“sugerencias”) y que no cuenta con el apoyo expreso del Comandante en Jefe, 
General de Ejército Ricardo Martínez Menanteau, al ser atribuida a la redacción del Coronel 
(J) Eduardo Rosso Barrientos, de la asesoría jurídica.
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Dentro de las medidas que permiten prevenir y reducir al mínimo 
el uso de la fuerza en intervenciones militares destinadas a la aplica-
ción de la ley, se encuentran: 1) la elaboración de normas internas que 
limiten el uso de la fuerza solo para situaciones de legítima defensa; 2) 
el entrenamiento del personal militar en técnicas de intervención y el 
empleo de armas menos letales para neutralizar y detener agresores, y 
3) proporcionar equipamiento de protección para el personal militar y 
armas menos letales que permitan la aplicación diferenciada de la fuerza 
(Caggioli, 2017: 47-8).

b.  Elaborar reglas de enfrentamiento para conducción de hostilidades basadas 
en el derecho internacional humanitario.

De acuerdo con el “Manual de San Remo sobre Reglas de Enfrenta-
miento” (2009) las reglas de enfrentamiento, o también denominadas 
ROES o reglas de empeñamiento, son directrices, basadas en el derecho 
internacional, emitidas por las autoridades competentes para delinear 
las circunstancias y límites dentro de los cuales las fuerzas militares 
pueden emplear la fuerza para lograr sus objetivos. Las reglas de enfren-
tamiento tienen diversas formas, denominaciones y fuerza vinculante, 
dependiendo de las realidades normativas de cada uno de los Estados 
o de las organizaciones internacionales que despliegan fuerzas milita-
res. No son instrumentos destinados a asignar misiones o tareas, sino 
instrucciones de tipo táctico.

Como se señaló, en tiempos de paz las fuerzas militares sólo pueden 
emplear la coerción para cumplir misiones de aplicación de la ley o para 
casos de legítima defensa. Contrariamente, durante los conflictos arma-
dos, los comandantes militares están autorizados para atacar al enemigo 
de acuerdo con las normas del DIH. Para garantizar el respeto a estas nor-
mas, las reglas de enfrentamiento deben clarificar tanto las obligaciones 
de quienes planifican las operaciones como de quienes las ejecutan en el 
campo de batalla terrestre, marítimo o aéreo (De Mulinen, 2005).

Las directrices para el mando militar estratégico, a cargo de la con-
ducción de las operaciones, debieran enfatizar su compromiso con los 
principios, medios y métodos de combate aceptados por el DIH; la 
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definición de estratagemas autorizadas y la prohibición de la perfidia; 
el establecimiento de zonas exclusivas; la identificación de bienes 
particularmente protegidos y militarmente importantes; la obligación 
de cooperar con las autoridades civiles con la finalidad de asegurar 
la supervivencia de la población civil; la forma de seleccionar blancos 
militares; la implementación de defensas organizadas principalmente 
fuera de zonas habitadas, y priorizar los movimientos e instalaciones de 
formaciones militares fuera de las zonas pobladas.

Las restricciones específicas para los combatientes que se desenvuel-
ven en el campo de batalla debieran considerar, a lo menos, precauciones 
para que la lucha se lleve a cabo solo contra combatientes, directrices 
para que se ataquen solo objetivos militares y se respete la vida de los 
enemigos rendidos y heridos, así como a las personas civiles y sus bienes, 
limitando la destrucción a lo que requiera la misión.

c.  Implementar mecanismos de investigación disciplinaria tanto para casos de 
violaciones a los derechos humanos, como de infracciones graves al derecho 
internacional humanitario.

Existe la obligación internacional de investigar abusos en el uso de la 
fuerza que puedan afectar la vida y la prohibición de la tortura, tanto en el 
derecho internacional de los derechos humanos,47 como en el derecho in-
ternacional humanitario (DIH).48 Una investigación efectiva de conductas 

47   Artículos 6 y 7 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; artículo 2 de la 
Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes; 
artículo 37 de la Convención sobre los Derechos del Niño; artículo 10 de la Convención 
Internacional sobre la Protección de los Derechos de todos los Trabajadores Migratorios y 
de sus familiares; artículo 2 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la 
Tortura; artículo 4 de la Convención Interamericana para Prevenir, Erradicar y Sancionar la 
Violencia contra la Mujer (Convención de Belém do Pará).

48   Artículo 3 común a los cuatro Convenios de Ginebra; Artículos 49, 52, 87 y 89, 97 del Con-
venio de Ginebra relativo al trato debido a los prisioneros de guerra (Convenio III); artículos 
40, 51, 95, 96, 100 y 119 del Convenio de Ginebra relativo a la protección debida a las personas 
civiles en tiempo de guerra (Convenio IV); artículo 75.2.ii del Protocolo Adicional I relativo 
a la Protección de las Víctimas de los Conflictos Armados Internacionales; artículo 4.2.a del 
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violatorias de estos derechos está concebida para tener un efecto tutelar, 
aleccionador y disuasivo,49 y resulta particularmente relevante en casos 
de graves violaciones a los derechos humanos como son las ejecuciones 
extrajudiciales, la desaparición forzada y la tortura (CEJIL, 2010).

Una interpretación más restringida sostiene que la obligación de 
investigar abusos en el uso de la fuerza en conflictos armados interna-
cionales estaría restringida a dos casos expresamente señalados por el 
DIH, que son: 1) la muerte de personas privadas de libertad (prisioneros 
de guerra e internados civiles), y 2) actos constitutivos de crímenes de 
guerra. Una interpretación más amplia alega que la obligación de in-
vestigar comprende todos los casos relacionados con desproporción en 
el uso de la fuerza, ya que esto forma parte del deber profesional de los 
jefes militares para impedir, reprimir y denunciar las infracciones al DIH 
con miras a iniciar acciones disciplinarias.50 Para los casos de excesos en 
el uso de la fuerza ocurridos en conflictos armados no internacionales, 
se plantea que siempre debiera existir la presunción de que toda muerte 
de personas civiles puede ser una violación a los derechos humanos y, 
en consecuencia, se debiera investigar (Caggioli, 2017: 60).

3.	 LA RESPONSABILIDAD DE LOS SUPERIORES

3.1.  ESTÁNDAR INTERNACIONAL

La discusión en torno a la “responsabilidad de mando” tiene sus raíces 
en el Derecho Internacional Humanitario (DIH) y estaba relacionada 

Protocolo adicional II relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados sin 
carácter internacional.

49   Corte IDH. Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 8 de julio de 2004. Serie C No. 110, párr. 130; Caso Myrna Mack Chang 
Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2003. Serie 
C No. 101, párr. 156.

50   Artículo 87 del del Protocolo I adicional a los Convenios de Ginebra de 1949, relativo a 
la protección de las víctimas de los conflictos armados internacionales de 1977. 
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originalmente a los deberes de los comandantes militares de prevenir, 
castigar y denunciar los crímenes cometidos en la guerra (De Mulinen, 
2005: 65-84). Su delimitación actual emanó de la práctica de los tribunales 
internacionales penales en el juzgamiento de genocidio, crímenes de 
lesa humanidad y crímenes de guerra. Ha servido también como criterio 
interpretativo para que tribunales nacionales puedan atribuir respon-
sabilidades penales individuales a quienes se han desempeñado como 
jefes de organizaciones militares, de grupos paramilitares, de fuerzas de 
autodefensa o de grupos rebeldes y que han fallado en sus obligaciones 
de supervisar a los subordinados o que han desatendido sus deberes de 
prevenir crímenes atroces (Galand et al, 2016: 5).

Los conceptos “responsabilidad de mando” o “responsabilidad del 
superior” se utilizan en el derecho internacional penal como una forma 
de imputación individual en dos casos: a) para los comandantes militares 
o para quienes efectivamente han actuado como tales, de acuerdo al artí-
culo 28(a) del Estatuto de Roma, y b) para los superiores civiles quienes, en 
los hechos, hayan desempeñado esta responsabilidad, como ha señalado 
la jurisprudencia de tribunales penales internacionales y establece el 
artículo 28(b) del Estatuto de Roma. De esta forma, en el derecho inter-
nacional penal, el superior responde de los delitos de los subordinados 
cuando este ha contravenido su deber de “control”. En la actualidad se 
prefiere la denominación más amplia “responsabilidad del superior” y se 
reconoce su validez para contextos no militares (Werle, 2011: 312).

El derecho internacional de los derechos humanos también extien-
de la responsabilidad de la comisión de tortura y desaparición forzada 
en quienes se encuentran en posiciones de liderazgo. Así ocurre en la 
“Convención contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos 
o degradantes” de 1984, la “Convención interamericana para prevenir y 
sancionar la tortura” de 1985, la “Convención interamericana sobre des-
aparición forzada de personas” de 1994, y la “Convención Internacional 
para la protección de todas las personas contra las desapariciones for-
zadas” de 2006.

Estos instrumentos, junto con describir las conductas que constituyen 
tortura y desaparición forzada, establecen las condiciones que generan 
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responsabilidad para los superiores. Así ocurre, por ejemplo, con la 
“Convención Interamericana contra la Tortura” de 1985 que en su artículo 
3.a considera responsables de tortura a los empleados o funcionarios 
públicos que “pudiendo impedirlo, no lo hagan” o la “Convención contra 
las desapariciones forzadas” de 2006, que en su artículo 6.b considera 
penalmente responsable al superior que: 1) “haya tenido conocimiento 
de que los subordinados bajo su autoridad y control efectivos estaban 
cometiendo o se proponían cometer un delito de desaparición forzada, o 
haya conscientemente hecho caso omiso de información que lo indicase 
claramente”, y 2) al superior que “no haya adoptado todas las medidas 
necesarias y razonables a su alcance para prevenir o reprimir que se 
cometiese una desaparición forzada, o para poner los hechos en conoci-
miento de las autoridades competentes a los efectos de su investigación 
y enjuiciamiento”. Este precepto se entiende “sin perjuicio de las normas 
de derecho internacional más estrictas en materia de responsabilidad 
exigibles a un jefe militar o al que actúe efectivamente como jefe militar”, 
esto es, a quien “hubiere debido saber” de la comisión de los ilícitos en 
cumplimiento de sus deberes de control militar.

3.2.  PROBLEMAS PARA ASUMIR LA RESPONSABILIDAD DE MANDO

Normalmente en Chile, cuando un funcionario policial incurre en 
excesos en el empleo de la fuerza, especialmente cuando se trata de 
un carabinero, el sistema penal inicia rápidamente una investigación 
para determinar su responsabilidad individual. Al mismo tiempo, con 
resultados dispares, también opera una justicia institucional de tipo 
administrativa y disciplinaria que se centra en evaluar la posible incon-
ducta del agente policial involucrado. Esta justicia tiene varios proble-
mas: 1) desalienta que las presuntas víctimas o denunciantes participen 
activamente del proceso; 2) descuida la indagación del contexto en que 
ocurren los ilícitos y, por lo general, desestima evaluar la responsabilidad 
de una planificación que favorece las oportunidades de inconductas; 3) 
sus resultados no se utilizan para evaluar las causas de las faltas admi-
nistrativas, ni la forma de prevenirlas; 4) se cuestiona que esta justicia 
administrativa tienda a ser más gravosa con los funcionarios de grados 
inferiores que con los de mayor rango jerárquico.
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Si bien la noción de responsabilidad de los superiores existe como 
concepto en la reglamentación y en la formación valórica de militares, 
carabineros y detectives, esta no tiene un correlato específico en la 
evaluación de la gestión de mando y cuando los subordinados cometen 
ilícitos con ocasión del servicio, institucionalmente se opta por castigar al 
autor directo de la falta, sin examinar si la superioridad conocía o debía 
conocer los excesos cometidos por los subordinados.

Durante la crisis social de 2019 y hasta el 14 de marzo de 2020, el Ins-
tituto Nacional de Derechos Humanos (INDH) presentó un total 2.349 
querellas en representación de 2.825 víctimas, relacionadas con 4.075 
eventos ocurridos entre el 17 de octubre de 2019 y el 14 de marzo de 2020 
(INDH 2020b). De este total de casos, 3.806 fueron protagonizados por 
carabineros, cuya institución informó en su oportunidad al Ministerio de 
Justicia y Derechos Humanos que había investigado administrativamente 
solo 1.270 de estas denuncias y de las cuales se habían archivado 1.033 
casos en los que no se habían acreditado los hechos denunciados.51 La 
oposición de Carabineros de Chile a clarificar hechos presuntamente 
constitutivos de violaciones a los derechos humanos y la renuencia del 
alto mando a rendir cuentas sobre su desempeño durante la crisis so-
cial,52 muestran problemas institucionales importantes para reconocer 
que los efectos dañinos de las operaciones policiales pueden generar 
responsabilidades que involucran no solo al funcionario que comete un 
acto ilícito, sino que compromete, también, a toda la cadena de mando 
involucrada en la planificación de una operación.

51   La Tercera. 2020. Sumarios en Carabineros: 86% de los policías indagados por casos de DD.HH 
fue sobreseído. [Online, 23 octubre 2020]. Disponible en: https://www.latercera.com/nacional/
noticia/sumarios-en-carabineros-86-de-los-policias-indagados-por-casos-de-ddhh-fue-so-
breseido/EMHVDJDOJZDYJHM3O6XUC4TR [26 de octubre de 2020].

52   CNN Chile. 2020. Carabineros responde a informe de Amnistía Internacional y afirma que tiene 
“imprecisiones y omisiones”. [Online, 15 octubre 2020]. Disponible en:  https://www.cnnchile.
com/pais/carabineros-informe-amnistia-internacional-imprecisiones_20201015/ [26 de 
octubre de 2020].
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Los principales obstáculos que se plantean en Carabineros para que 
las jefaturas asuman su responsabilidad jerárquica por hechos dañinos 
de sus subordinados son dos: 1) que existe un énfasis normativo desequi-
librado que acentúa las potestades de la jefatura, pero que esquiva la 
delimitación de responsabilidades asociadas al ejercicio del mando, y 
2) que se ha extendido una práctica de elusión de las responsabilidades 
arraigada en la cultura organizacional y que ha sido alentada por malas 
prácticas de las jefaturas superiores.

a.  Desequilibrio conceptual en torno a potestades y responsabilidades de mando

El mando de Carabineros está destinado, primero, a otorgar autoridad 
a los oficiales que desempeñan cargos directivos o que cumplen con 
alguna comisión y, segundo, a mantener la disciplina y la obediencia de 
los subordinados. El concepto tiene dos problemas normativos que se 
traducen en prácticas evitativas de la responsabilidad administrativa y 
disciplinaria: 1) existe imprecisión normativa en torno a cuáles son las 
autoridades que ejercen esta potestad, y 2) las normas, y la práctica, 
enfatizan el deber de obediencia de los subalternos por sobre el deber 
de responsabilidad de los jefes.

Primero, existe imprecisión normativa en torno a cuáles son las auto-
ridades de Carabineros que cuentan con esta potestad porque, aunque 
en estricto rigor solo ejercen mando quienes desempeñan cargos de 
jefatura definidos por los reglamentos, la definición del artículo 50 
de la ley orgánica de Carabineros53 es imprecisa y confunde la idea de 

53   La Ley 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, de 7 de marzo de 1990, 
define “mando policial” en el artículo 50:
“Artículo 50: Mando es el ejercicio de la autoridad que la ley y los reglamentos otorgan a los oficiales 
y demás personal de Carabineros y a los llamados al servicio, sobre sus subalternos o subordinados 
por razón de destino, comisión, grado jerárquico o antigüedad.
El mando policial en Carabineros corresponde por naturaleza al Oficial de Orden y Seguridad, y al de 
otro escalafón por excepción, sobre el personal que le está subordinado en razón del cargo que desem-
peña, o de comisión asignada y que tiende directamente a la consecución de la misión encomendada a 
Carabineros de Chile. Es total, se ejerce en todo momento y circunstancias y no tiene más restricciones 
que las establecidas expresamente en las leyes y reglamentos”.
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un mando naturalmente asociado a un cargo, con una idea de mando 
equivalente a capacidad de impartir órdenes. Esta confusión se traduce 
en que quienes dictan órdenes no reconocen que tienen que dar cuenta 
de sus resultados a los superiores, y que quienes tienen que ejercer la 
supervisión sobre los que imparten órdenes erróneas no las fiscalizan.

Segundo, el mando es una idea de origen militar que tiene dos extre-
mos: 1) el deber expreso de los subordinados, de obedecer las órdenes de 
inmediato, aunque cuentan también con la dudosa posibilidad real de 
suspender o modificar las órdenes ilícitas, y 2) el deber implícito de los 
jefes de dictar órdenes juiciosas y de asumir sus efectos. El problema de 
esta descripción es que no aclara en qué términos el jefe se hace respon-
sable de los efectos dañinos de sus órdenes y entrega esta delimitación 
a una diversidad de normas que están relacionadas con el servicio de 
los oficiales, el régimen disciplinario y los niveles de conducción.54 En 
la práctica, esta dispersión normativa permite que los funcionarios de 
mayor jerarquía atribuyan su mala planificación a la ejecución de los 
subordinados, eludiendo su responsabilidad individual por instrucciones 
que pudieron generar errores o actos abusivos. De esta forma, mientras 
más alta es la jefatura, más posibilidades tiene esta de esquivar la res-
ponsabilidad propia inculpando a los subalternos.

b.  Práctica de elusión de responsabilidades de las jefaturas superiores 
de Carabineros

En septiembre de 2020 se consultó al General Director de Carabi-
neros, entonces Mario Rozas, por la responsabilidad de mando que le 
podía asistir a los generales durante la crisis social y que comenzaba a 

54   El Decreto Supremo N° 77 de 1 de marzo de 1989, del Ministerio de Defensa Nacional, 
aprueba Reglamento de Organización de Carabineros de Chile, N° 1, que distingue entre 
deberes de mando estratégicos y operativos; el Decreto Supremo N° 639 de 25 de abril de 
1968, del Ministerio del Interior, aprueba el Reglamento de Servicio para Jefes y Oficiales de 
Fila de Carabineros, N°7, que impone deberes específicos a los jefes operativos; y el Decreto 
Supremo N° 9.603 de 19 de mayo de 1967, del Ministerio del Interior, aprueba “Reglamento 
de Disciplina de Carabineros de Chile, Nº11”, que exige en todo nivel mantener la disciplina 
de los subordinados para garantizar el cumplimiento de las órdenes.
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ser cuestionada por la Contraloría General de la República.55 El General 
Rozas esbozó que los generales no tenían responsabilidad por la conducta 
de sus subordinados en intervenciones operativas, señalando que “los 
generales tienen responsabilidades estratégicas, no operativas, y eso 
debe entenderse así”. Luego, planteó que la autoridad de los generales 
no se extendía a los despliegues policiales en terreno porque ésta era una 
atribución más bien de tipo jerárquica que recaía en los jefes inferiores. 
Afirmó que estos límites al ejercicio del mando emanaban de la Ley N° 
18.575, Ley de Bases Generales de la Administración del Estado.

Rozas buscaba eludir la responsabilidad propia y la de sus generales 
en los daños generados por los subalternos durante la crisis social, con-
tradiciendo el marco ético y legal de Carabineros:

1.	 Rozas invoca la Ley N° 18.575 para sugerir que los generales son 
funcionarios públicos que gozan de una suerte de “inmunidad 
administrativa”. No obstante, el artículo 11 de esta ley puede inter-
pretarse en el sentido inverso, para demostrar que los generales 
tienen la obligación de ejercer el control jerárquico. Por su parte, 
el artículo 18 confirmaría que los generales son imputables ad-
ministrativamente como todo funcionario público cuando estos 
cometen infracciones a los deberes de servicio;

2.	 Rozas niega que los generales de Carabineros ejerzan mando 
operativo, cuando la reglamentación institucional establece lo 
contrario: todos los generales tienen el deber primordial de man-
tener la disciplina de los subordinados y, dependiendo del nivel en 
el que se desempeñen, tienen obligaciones específicas de mando 
que impactan directamente en las funciones operativas: a) en el 
nivel estratégico o directivo, los generales son responsables de ad-
ministrar los recursos institucionales destinados a las operaciones 
policiales, y b) en puestos del nivel táctico o de operaciones, los 
generales están encargados de planificar, ejecutar y evaluar las 
tareas del personal bajo su dependencia.

55   Radio Universidad de Chile. Mario Rozas por cargos de Contraloría: “Los generales cuen-
tan con mi irrestricto apoyo y respaldo”. [Online, 12 septiembre 2020]. Disponible en: https://
radio.uchile.cl/2020/09/12/mario-rozas-por-cargos-de-contraloria-los-generales-cuen-
tan-con-mi-irrestricto-apoyo-y-respaldo/ [24 de abril de 2022].
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La administración institucional sucesora de Rozas también ha excluido 
a los generales de responsabilidad administrativa por infracciones a los 
deberes de servicio. En marzo de 2021, el General Director desconoció la 
competencia de la Contraloría General de la República para cuestionar 
el compromiso de siete generales por infracciones a las normas internas 
durante la crisis social y asumió su defensa corporativa hasta conseguir 
la paralización judicial del proceso administrativo al mes siguiente. Esta 
resistencia institucional a la discusión de la gestión de la alta dirección 
de Carabineros se traduce en la implementación de diversos obstáculos 
que impiden la medición y la rendición de cuentas del desempeño de 
los generales: denegando información pública;56 manteniendo en sus 
funciones a generales denunciados por acoso laboral y sexual y, en su 
lugar, cambiando de su lugar de trabajo a las víctimas;57 dilatando de 
forma indefinida los sumarios;58 desconociendo la calidad de parte de 
los denunciantes de hechos constitutivos de corrupción,59 incumpliendo 
la obligación de denunciar delitos funcionarios,60 y entorpeciendo el 
ejercicio de los derechos de las víctimas en sumarios administrativos.61

3.3.  CÓMO HACER VALER LA RESPONSABILIDAD DE LOS SUPERIORES

La tendencia del derecho internacional es a hacer responsables pe-
nalmente a los superiores de los daños cometidos por los subordinados. 
En el ámbito de los derechos humanos se considera la responsabilidad 
omisiva de los superiores en la prevención de la tortura y la desaparición 

56   RSIP N° 60793-60798 de 11 de marzo de 2022, del Departamento de Información Pública 
y Lobby; Resolución Exenta N° 69 de 4 de abril de 2022, del Departamento de Información 
Pública y Lobby.

57   RSIP N° 61036/61044 de 6 de abril de 2022, del Departamento de Información Pública 
y Lobby.

58   RSIP N° 61036/61044 de 6 de abril de 2022, del Departamento de Información Pública 
y Lobby.

59   Carta N° 9 de 14 de abril de 2022, de la Jefatura de Gabinete de la Subdirección General 
de Carabineros.

60   Carta N° 106 de 06 de abril de 2022, de la Secretaría General.

61   Oficio N° 1 de 30 de marzo de 2022, del coronel Carlos Tapia Flores, Oficial Investigador.
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forzada y en la evolución jurisprudencial del derecho internacional penal 
se reprocha responsabilidad penal a los superiores cuyos subordinados 
han cometido delitos bajo disturbios internos.

De este modo, las lesiones oculares causadas por escopetas utiliza-
das para dispersar personas en contextos de disturbios internos podría 
generar un reproche penal a los superiores que tenían la capacidad real 
de ejercer sus deberes de control (estratégicos y operativos) y que de-
bían saber cuáles eran los riesgos de que los subordinados cometieran 
delitos, incluyendo a los superiores civiles o políticos que se encuentran 
constitucional y legalmente a cargo de la seguridad pública y que, por 
tanto, son responsables de los efectos de las intervenciones policiales.

Las ideas que subyacen tras la noción de mando policial es que los 
subalternos obedezcan las órdenes de los superiores de forma irrestricta, 
mientras se procura que los jefes sean capaces de impartirlas con pruden-
cia y cumpliendo sus deberes reglamentarios. Dentro de los deberes de 
servicio comunes a todas las jefaturas institucionales está la obligación 
de instruir al personal en el empleo de armas de fuego y mantener la 
disciplina de su gente en todo momento. Estas dos obligaciones esen-
ciales de los superiores parecieran encontrarse durante la crisis social 
de 2019, porque: a) si quienes causaron lesiones estaban debidamente 
instruidos en el uso de las escopetas, éstos no habrían cumplido con su 
obligación de mantener una conducta adecuada para evitar su uso lesivo 
y eso significaría que actuaron por iniciativa propia y sin control de los 
superiores, quienes no habrían adoptado medidas de supervisión ni de 
castigo disciplinario y, por tanto, serían responsables por la sucesión de 
hechos lesivos de la misma naturaleza, o b) si quienes causaron lesiones 
no estaban debidamente instruidos en el uso de las escopetas, las jefa-
turas superiores no cumplieron con su deber de evitar su uso dañino y 
serían responsables de los efectos dañinos de estas armas tanto por su 
mal uso, como, en el caso del nivel de conducción estratégico o directivo, 
por no haber provisto de otros mecanismos de fuerza al personal bajo 
su mando.
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CONCLUSIONES

La crisis social chilena de 2019 y la guerra de Rusia contra Ucrania de 
2022 muestran que en situaciones de crisis se producen importantes 
brechas entre la teoría y la práctica del uso de la fuerza que, a diversa 
escala, pueden producir efectos devastadores para la vida y la integridad 
de las personas.

La revisión de las principales cuestiones que afectan la concordancia 
del ejercicio de la fuerza con los estándares internacionales muestra 
que existen complejidades normativas y prácticas que entorpecen la 
aplicación de la fuerza bajo los dos regímenes regulados por el dere-
cho internacional y que, como consecuencia, generan violaciones a los 
derechos humanos en tareas policiales o infracciones graves al derecho 
internacional humanitario (DIH) en conflictos armados. Como se apre-
cia en esta introducción y en los capítulos que siguen, este riesgo se 
incrementa cuando los mandos policiales, militares y civiles consideran, 
erróneamente, que los crímenes que cometen sus subordinados no son 
de su responsabilidad.
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